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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-00824-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
MARIA LIGIA GIRALDO PÉREZ

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE  SEGUNDA INSTANCIA
Tema                             : 
Para acceder a la pensión de jubilación por aportes – Ley 71/1988, se deben acreditar 20 años se servicios cotizados tanto en el sector público como en el privado y, en el caso de mujeres arribar a los 55 años de edad. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0060
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los diecisiete (17) días del mes de septiembre del año dos mil nueve (2009), siendo las once de la mañana (11:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligenciase reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor MARÍA LIGIA GIRALDO PÉREZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia emitida el 29 de abril de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES responsable del reconocimiento y pago de la pensión de vejez a favor de la señora MARIA LIGIA GIRALDO PÉREZ, a partir del 9 de agosto de 2006 con los intereses moratorios y las costas procesales, además del reconocimiento de lo ultra y extra petita que resulte probado.
2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que ha cotizado al sistema de seguridad social en los sectores público y privado un total de 1032 semanas, por lo que le es aplicable la Ley 71 de 1988, para efectos del reconocimiento de su pensión de vejez. 

Invoca el acto legislativo 01 de julio de 2005 -que reglamenta la aplicabilidad del régimen de transición-, y expresa que para la fecha de publicación del mismo contaba con más de 750 semanas de cotización al sistema.
Expresa que mediante Resolución N° 4415 del 17 de mayo de 2007, le fue negada por el Instituto de Seguros Sociales, la pensión de vejez, con el argumento de que debe cumplir con los requisitos del Artículo 9 de la Ley 797 de 2003, esto es 1075 semanas de cotización, sin tener en cuenta el Acto Legislativo 01 de 22 de julio de 2005. 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos expuestos en la demanda, aduce que no son ciertos otros tantos pues afirma que de conformidad con la Resolución que definió la situación pensional de la accionante, acredita solamente 894 semanas tanto en el sector público como en el privado, y que si bien se encuentra cobijada bajo el régimen de transición, no logra reunir los requisitos necesarios para acceder a la pensión de vejez lo mismo que sucedería frente al artículo 33 de la Ley 100 de 1993. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “PRESCRIPCIÓN”, “IMPROCEDENCIA DE INDEXACIÓN” e “IMPROCEDENCIA DE INTERESES DE MORA”

III. LA SENTENCIA CONSULTADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda formulada en su contra por la señora MARÍA LIGIA GIRALDO PÉREZ, condenándola en costas a favor de la entidad demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que una vez examinada la situación de la demandante de acuerdo con las normas vigentes y las que por remisión son aplicables en eventos especiales como es su caso, por estar cobijada bajo el régimen de transición contemplado en el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no es posible reconocer la prestación reclamada, pues no se verifican en su totalidad los requisitos legales, pues si bien alcanzó la edad de 55 años en 1996, no alcanza el tiempo de servicios requerido, exigido por la Ley 71 de 1988, toda vez que sus aportes equivalen a 1025 semanas es decir 19 años 11 meses y 6 días, insuficientes para configurar su derecho a la pensión de vejez. 

IV. DE LA PROCEDENCIA DE LA CONSULTA

La Consulta es un segundo grado de competencia funcional, destinada a que el superior revise oficiosamente las sentencias proferidas por el a quo, cuando las pretensiones resultan adversas al trabajador y no se interpone recurso de apelación.

Por lo anterior, en virtud de lo dispuesto por el artículo 69 del C.P.T y de la S.S., es forzosa la consulta de la sentencia que resultó  desfavorable totalmente a las pretensiones del demandante, a fin de proteger en forma inmediata los derechos irrenunciables del trabajador y hacer efectivo el acatamiento de las normas laborales, dada su connotación de orden público.

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Cumple la actora con los requisitos establecidos por la Ley 71 de 1988, para acceder al reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes?

3. Caso concreto:

Sea lo primero advertir tal y como lo declaró la funcionaria de primer grado, que la señora María Ligia Giraldo Pérez es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por contar al 01 de abril de 1994, fecha en la que entró en vigencia dicha normatividad, con más de 35 años de edad, lo cual se extracta del hecho 1° de la demanda (fl. 3), que fue admitido por la entidad demandada a folio (18), en el que emerge como fecha de nacimiento el 09 de agosto de 1941, lo que permite concluir que le es aplicable la normatividad anterior, que para el presente asunto es la Ley 71 de 1988.


De otro lado, conforme con los documentos adosados con la demanda, puede concluirse igualmente que la demandante estuvo vinculada al Servicio Seccional de Salud de Risaralda como auxiliar o ayudante de Enfermería, al Servicio Seccional de Salud de Caldas, al  Hospital Universitario San Jorge y al Instituto Nacional Penitenciario –INPEC-, por lo que puede afirmarse que se desempeñó como empleada oficial en el periodo comprendido entre el 01 de noviembre de 1959 y el 31 de marzo de 1981, aunque de manera interrumpida o discontinua.

El artículo 7° de la Ley 71 de 1988, invocada por la demandante, para el reconocimiento de su pensión, establece lo siguiente. 

“Art. 7o.- A partir de la vigencia de la presente ley, los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social o de las que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) o más si es mujer.

El gobierno nacional reglamentará los términos y condiciones para el reconocimiento y pago de esta prestación y determinará las cuotas o partes que correspondan a las entidades involucradas.” (Subrayado nuestro).

De la lectura de la norma precedentemente transcrita, se colige que son dos los requisitos esenciales allí exigidos para obtener el reconocimiento de la pensión de jubilación, primero, acreditar 20 años de aportes sufragados en cualquier tiempo, sea en el sector público o privado, y haber arribado a los 60 años sí se es hombre o 55 en el caso de las mujeres.


El segundo de los requisitos está cumplido, toda vez que la actora nació el 09 de agosto de 1941, según lo manifestado en el hecho 1° de la demanda (fl. 3), siendo admitido por la entidad demandada a folio (18), contando a la fecha con mas de 58 años de edad; ahora, en cuanto al tiempo de cotización, se advierte que para computar el tiempo cotizado al sistema general de pensiones por la actora como empleada de la ESE Hospital Universitario San Jorge y el Servicio Seccional de Salud de Caldas, se tendrá en cuenta la información suministrada por la entidad demandada en la Resolución N° 4415 de 2007, prueba allegada por la actora y que no fue controvertida por el ISS en la oportunidad legal pertinente, así que el tiempo cotizado en el sector público corresponde al siguiente:

ENTIDAD






DÍAS 

Hospital San Jorge (fl. 10)




306
Servicio Sec. de Salud de Caldas (fl. 10)


283

Servicio Sec. de Salud de Rda. (fl. 7)

        2598
INPEC
(fl. 8)






460

TOTAL TIEMPO ENTIDADES PÚBLICAS:
        3647 DÍAS 

Ahora bien, de la historia laboral remitida por el Instituto de Seguros Sociales visible a folios 33 y s.s., se extracta lo siguiente:
Período de cotización 


Días 

22.05.1969 al 03.11.1969


166

Período de cotización 


Días  

Año 1996




300
Año 1997




  60
Año 1998




270
Año 1999




360
Año 2000




360
Año 2001




360
Año 2002




360
Año 2003




360
Año 2004




360
Año 2005




360

Año 2006




 240







3390 + 166= 3556 días 
3647 días (sector público)

3556 días (sector privado)

7.203 días 

7.203 días / 7= 1.029 Semanas de cotización durante toda la vida, que equivalen a 20 años y tres días. 

Como se observa, existe una diferencia notable entre la contabilización efectuada por esta Corporación y la realizada por la a-quo, en relación con las semanas de cotización efectuadas por la actora, pues mientras que en primera instancia se advirtió que la señora María Ligia Giraldo no alcanzaba a acreditar los 20 años de servicios cotizados negando por ese hecho el reconocimiento de la pensión de jubilación por aportes, en esta Sede el guarismo resulta superior a los 20 años exigidos por el artículo 7° de la Ley 71 de 1988, dando lugar al reconocimiento de la prestación.

La diferencia estriba en que en primera instancia, para el año 1996 sólo se tuvieron en cuenta 270 días, que correspondían a los ciclos 199602, 199604, 199606, 199607, 199608, 199609, 199610, 199611 y 199612, es decir, nueve ciclos, descartándose la contabilización de un ciclo adicional distinguido también como 199602, presuntamente porque resultaba simultáneo con el primero de los citados, pero para esta Colegiatura es procedente tenerlo en cuenta porque es evidente que ambos ciclos distinguidos como 199602, cuentan no sólo con diferente referencia sino también que fueron cancelados en días diferentes, pues el primero de ellos, con referencia 5002001023380 fue pagado el 06 de febrero de 1996 y el segundo, con referencia 5002001024759 el 08 de marzo de 1996, de lo cual se puede colegir que presuntamente se trató de un error del sistema que lo imputó al mes de febrero – ya cancelado- y no al mes de marzo cuando efectivamente se canceló, conclusión a la que es viable llegar máxime cuando el ciclo de marzo de 1996 no aparece registrado como cancelado. 
4. Conclusión:

Así las cosas, al arribar la señora María Ligia Giraldo Pérez el 09 de agosto de 2006 a la edad de de 55 años de edad y acreditar más de 20 años cotizados en el sector público y en el privado, esto es, al cumplir en su totalidad con los requisitos establecidos por el artículo 7° de la Ley 71 de 1988, lo procedente es acceder al reconocimiento de la  pensión de jubilación allí establecida desde esa calenda, lo que implica obviamente que debe revocarse en su integridad la sentencia consultada.

En relación con los intereses moratorios peticionados, a ellos no se accederá porque la normatividad bajo la cual se concede esta prestación –Ley 71 de 1988-, no consagra ese tipo de beneficios y los mismos sólo encuentran sustento en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, para las pensiones reconocidas bajo su imperio, advirtiendo que la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
 también extendió retroactivamente la sanción moratoria a las pensiones otorgadas bajo el amparo del Acuerdo 049 de 1990, pero sólo en este especial régimen de transición. 

Lo anterior, sin perjuicio a que el Instituto de Seguros Sociales realice la reclamación del respectivo bono pensional en caso de ser procedente.
En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 29 de abril de 2009, por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora MARÍA LIGIA GIRALDO PÉREZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.- Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar a favor de la señora MARÍA LIGIA GIRALDO PÉREZ la jubilación por aportes de que trata la Ley 71 de 1988, a partir 09 de agosto de 2006 en la cuantía que corresponda, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta sentencia, advirtiéndole que tiene derecho a realizar la reclamación del bono pensional en caso de ser procedente.
TERCERO-.  No acceder al reconocimiento de los intereses moratorios deprecados, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído.

CUARTO-. Costas de primera instancia a cargo de la entidad demandada y a favor de la señora MARIA LIGIA GIRALDO PÉREZ,  liquídense por Secretaría del juzgado de origen.

QUINTO-: Sin costas en este grado jurisdiccional. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria

� M. P. Dr. Eduardo López Villegas. Expediente No. 35599. Acta No. 04 del 4 de febrero de 2009.


“El problema jurídico que se plantea, atinente a la procedencia de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, cuando se concede la pensión de sobrevivientes o de invalidez por cumplirse los requisitos de los reglamentos del seguro social, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, ya ha sido resuelto por esta Corporación.


Por lo tanto, para dar respuesta al cargo basta remitirse a lo expuesto recientemente en sentencia de 25 de noviembre de 2008, rad. N° 33164, donde se dijo:   


“La jurisprudencia de esta Sala ha entendido que bajo la expresión ‘en caso de mora en el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley’ contenida en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, quedan comprendidas las pensiones que se forman dentro del sistema ya como pensiones de vejez, de invalidez ora de sobrevivientes. 


“Y no solamente las que se concedan cumpliendo con los requerimientos de los artículos 31, 33, 39 y 46 de la citada normatividad, sino también aquellas que se formaron en los regímenes anteriores administrados por el Instituto de Seguros Sociales, esto es, las de vejez que quedaron a cargo del Sistema de Seguridad Social Integral que se conceden regidas por las reglas del artículo 36 de la Ley 100 o régimen de transición, por satisfacer los requisitos previstos en los artículos 12 y 25 del Acuerdo 049 de 1990 y causadas en vigencia de la ley 100 de 1993, y las que por interpretación jurisprudencial también quedaron incorporadas al Sistema con el cumplimiento de estas exigencias, dentro de las cuales están comprendidas las pensiones de sobrevivientes como la que se reclama en el sub lite””.











